Carátula 
SEÑOR BERRUTTI.- Está abierta la reunión. 
(Es la hora 15 y 54 minutos) 


SEÑOR VAZQUEZ.- Quisiera referirme al tema de las regiones. Creo que este proyecto de ley de ordenamiento territorial en el que 
estamos trabajando representa una excelente oportunidad para reforzar una visión más global del asunto. Entonces, pienso que no 
hay que seguir insistiendo en la planificación departamental, porque de esa manera cada departamento planifica con un poco de 
indiferencia respecto de lo que pasa al lado. 


Reflexionando sobre este tema, podemos poner como ejemplo el caso de Chile, en donde hace pocos años se ha hecho una 
reforma en este sentido. Dicho país tiene trece regiones en un territorio más vasto y más complejo que el nuestro. Asimismo, ha 
formado Consejos regionales, donde se trata que la trama de las decisiones sea tejida por una interactuación de los organismos 
locales junto con los Ministerios de alcance nacional. Esto no quiere decir que ese caso sea el desiderátum, pues los mismos 
chilenos se quejan de que hay muy poco avance en cuanto a este tema y de que son un país altamente centralizado. De manera 
que con esto no estoy diciendo que dicho ejemplo sea un ideal a copiar, sino que se trata de, al menos, una experiencia a mirar. 


Asimismo, quiero recordar que el Ministerio ha hecho, bajo la dirección de Pablo Ligrone, unos trabajos de investigación y 
ordenamiento regional. Tampoco en este caso es mi intención decir que eso sea lo mejor que puede hacerse. Personalmente, no 
tengo capacidad para juzgar el trabajo del señor Ligrone —aunque muchos de ustedes sí la tienen- pero con esto quiero destacar 
que se trata de trabajos importantes, de fondo, aunque carecen de respaldo legal. Digo esto, porque si el Gobierno Departamental 
quiere aprobar algo de esto, lo hace, pero si el vecino no lo quiere hacer, queda de lado. Si una Ordenanza Departamental recoge 
lo que el señor Ligrone propuso en ese trabajo global, bienvenido sea, pero después esto puede ser derogado o pisoteado por otra 
posterior. Entonces, si a este tipo de regionalización y de trabajo regional le damos un respaldo legal en esta futura ley de 
ordenamiento, creo que se puede avanzar mucho en ese sentido. 


Además, quiero señalar que esto no va en desmedro de Montevideo, por ejemplo, sino todo lo contrario. Naturalmente, la 
concentración de esta ciudad es de tal entidad que debe tener su propio plan pero, a su vez, necesita coordinar con el área 
metropolitana. 


Un último ejemplo que quiero dar es el siguiente. En las últimas décadas hemos visto languidecer el pueblo Santiago Vázquez 
como un pueblito miserable, mientras al lado fueron floreciendo Playa Pascual y Rincón de la Bolsa. Aquí se observa una ciudad de 
30.000 ó 40.000 habitantes metida entre pajonales, con una serie de deficiencias. De alguna manera, esto se explica por un límite 
departamental terriblemente rígido, donde la gente hace ese tipo de opciones para un lado y para el otro. Al mismo tiempo, esas 
poblaciones lineales, como la de Rincón de la Bolsa o la de Ciudad de la Costa, le generan a Montevideo, todos los días, grandes 
problemas, porque esa población se moviliza entrando y saliendo de la ciudad. 


Por lo tanto, si bien Montevideo debe conservar su autonomía planificadora, también hay que darle un respaldo a la investigación y 
a la planificación de la región metropolitana. 


En definitiva, estas ideas que he vertido son las que quiero que tengamos en cuenta para trabajar sobre ellas, para ver si en el 
proyecto de ley se puede reflejar algún avance, en la medida en que se compartan estos criterios, porque también puede ser que 
yo esté equivocado. 


Más adelante, trataré de dar forma a alguno de los artículos que tienen relación con esto. Por ejemplo, reitero que el artículo 6% da 
toda la competencia residual, pero no está establecida la competencia del Gobierno Departamental, lo cual es contradictorio con 
este planteo. A su vez, creo que cuando analicemos los instrumentos de planificación habrá que reforzar el plan regional y 
desacelerar el plan departamental. 


Agradezco que me hayan escuchado y quiero aclarar que debo retirarme, porque tengo un compromiso profesional. De todas 
maneras, me pondré al tanto de lo conversado en esta sesión a través de la versión taquigráfica correspondiente. 


SEÑOR ACUÑA.- Quisiera verter algunas ideas como forma de esbozo de artículos que responden a reflexiones que iniciamos 
antes y aún están en proceso; seguramente, la próxima semana podremos aportar el articulado completo. Estas ideas están 
relacionadas con lo que en una oportunidad mencionamos en uno de los documentos que elevamos sobre los principales 
instrumentos de ordenación del territorio acerca de la organización administrativa de la ordenación del territorio. En aquel momento 
señalamos que la organización institucional de la ordenación del territorio está conformada por todo el sistema de organismos con 
responsabilidad en las funciones de investigación, planificación y gestión del plan. Atendiendo a los alcances del proceso, debemos 
decir que no se trata necesariamente de una estructura jerarquizada, sino de un sistema conformado por diferentes niveles de 
actuación administrativa que contribuyen directa o indirectamente a la concreción de la ordenación del territorio. Esto se veía 
claramente en aquella construcción y llenado de la matriz de competencias institucionales en la materia de ordenación del territorio. 
Ahí se visualizaba de manera primaria un mapa de relaciones extremadamente complejo. 


En esta primera parte, vamos a hacer propuestas acerca de un capítulo que quizás se podría llamar: "Sistema Nacional de 
Ordenación del Territorio", el cual integraría a los principales actores públicos nacionales y departamentales con funciones de 
regulación, promoción o inversión sobre el territorio y con competencias en la planificación, ejecución y control de la ordenación del 
territorio. También incluiría los ámbitos de coordinación que se creen en ésta u otras leyes. 


Consecuentemente, se crea el denominado "Consejo Nacional de Ordenación del Territorio" que, a nuestro juicio, debería estar 
presidido por el Director de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto y estaría integrado por representantes de las siguientes 
reparticiones, que entendemos son las más importantes en cuanto a la ordenación del territorio: Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente -que ejercerá la Secretaría Técnica de dicho Consejo-, Ministerio de Transporte y Obras 


Públicas, Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, Ministerio de Industria, Energía y Minería y Congreso Nacional de 
Intendentes. 


Las competencias del Consejo Nacional de Ordenación del Territorio serían las siguientes: impulsar y coordinar la formulación del 
Plan Nacional de Ordenamiento Territorial y el diseño de las políticas nacionales de ordenación del territorio, así como de los planes 
regionales, interdepartamentales y/o del plan de la región metropolitana; conocer, revisar y aprobar el proyecto del Plan Nacional de 
Ordenamiento del Territorio, de los planes interdepartamentales, en su caso, regionales, y también del plan del área metropolitana, 
que serían elaborados de acuerdo con la ley de promoción de la Dirección Nacional de Ordenamiento Territorial del Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente; asegurar la adecuación de los planes previstos en la ley —esto estaría incluido 
en el capítulo de instrumentos de ordenación del territorio- con las previsiones del Plan Nacional y las políticas nacionales de 
ordenación del territorio y de los planes regionales y departamentales y/o del plan metropolitano; someter al Plan Nacional y los 
planes a los que me refería a la consulta de la ciudadanía a través de las formas en que la ley y el reglamento establezcan; conocer 
y pronunciarse sobre la adecuación de los grandes proyectos de infraestructura y otros, con las directrices del Plan Nacional de 
Ordenación del Territorio y someter el Plan Nacional de Ordenación del Territorio a la aprobación del Presidente en Consejo de 
Ministros. Esto va a venir redactado y formando parte del artículo, pero queríamos ir adelantándolo. 


Asimismo, en el ámbito de cada departamento se crea un Consejo Municipal de Ordenación del Territorio, que será presidido por el 
Intendente o el Secretario General, y estará integrado por representantes de las reparticiones competentes del Gobierno 
Departamental. El mapa de reparticiones de los Gobiernos Departamentales es muy variado y múltiple, y queda a criterio de cada 
departamento la decisión de que estén efectivamente representadas, en este Consejo Municipal de Ordenación del Territorio, 
aquellas reparticiones que el Gobierno entiende que son competentes en la materia de ordenación de su territorio. También habrá 
representantes del Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. Nosotros 
entendemos que aquí debería hacerse específicamente a través de la Dirección Nacional de Ordenamiento Territorial o de 
representantes de aquel Ministerio que más vínculo tenga con el ordenamiento territorial en el departamento en particular. 


Las competencias del Consejo Municipal de Ordenación del Territorio serían impulsar y coordinar la formulación del Plan 
Departamental de Ordenamiento Territorial. 


Por otro lado, deberá conocer, revisar y aprobar el proyecto de Plan Departamental de Ordenamiento Territorial, asegurar la 
adecuación de los planes previstos en la ley en menor escala con las previsiones de dicho Plan, someterlo a consulta de la 
ciudadanía a través de las formas que la Ley y el Reglamento establezcan, conocer y pronunciarse sobre la adecuación de los 
grandes proyectos de infraestructura u otros con las directrices del Plan Departamental y someterlo, por último, a la aprobación de 
la Junta Departamental correspondiente. 


Este documento al que hacía referencia al principio fue entregado en mayo de este año y se llama: "La Ordenación del Territorio. 
Los Principales Instrumentos". 


Comprendo que dicho de esta manera no da posibilidades de debatir esta idea ahora, pero queríamos adelantarla porque la 
semana que viene vamos a presentar una propuesta de articulado con lo que para nosotros debería ser el llamado Título | de la 
iniciativa de Proyecto de Ley de Ordenamiento Territorial del Poder Ejecutivo. 


Con esta propuesta intentamos no entrar en la discusión -que no acaba nunca- de a quién compete qué. Más bien se trata de una 
propuesta a nivel instrumental de la organización administrativa de la ordenación del territorio, inscripta en un llamado Sistema de 
Ordenación del Territorio, que aclara qué competencias le corresponden a los denominados Consejos. Se parte de la base de que 
los principales instrumentos operativos son el Plan Nacional, los Planes Departamentales, los Planes Interdepartamentales —con 
esto pensamos que se podría saldar esta discusión sobre los planes regionales, que ya estaba planteada en este grupo, aunque 
quizás sea bueno seguir mencionándolos- y el Plan Metropolitano. Si estos instrumentos son los válidos para la ordenación del 
territorio, se define justamente en la órbita de quién estarían manejados a nivel propositivo y por quiénes serían aprobadas estas 
propuestas concretas de planes: el Poder Ejecutivo por un lado y los Gobiernos Departamentales por otro. Cuando hablo de Poder 
Ejecutivo —esto puede ser discutible- me refiero a los Planes Nacionales, Interdepartamentales, Regionales y Metropolitano, y 
cuando aludo a Gobiernos Departamentales, estoy pensando en los Planes Departamentales. 


Por este mecanismo se quiere asegurar la concurrencia de todos aquellos organismos públicos competentes en la materia y, a su 
vez, tratar de lograr una ligazón, dentro del Sistema Nacional de Ordenación Territorial, entre los procesos de elaboración de los 
Planes Departamentales y los nacionales, interdepartamentales, regionales y metropolitano. 


Este es el sentido de este esbozo de propuesta de articulado. 
En realidad, se trataría de un Capítulo ubicado dentro del Título l, que si mal no recuerdo se denomina: "Objeto de la Ley". 


Hasta ahora, nuestras propuestas sobre el articulado se han relacionado con el concepto, la finalidad y la materia, a lo que se 
agregarían, en la actualidad, estas consideraciones. Tal vez esto pueda resultar sustitutivo de lo que figura al final del Título |. Nos 
llevaría, entonces, a poner especial énfasis en el alcance que tendrían estos instrumentos de acuerdo con la idea de organización 
administrativa para el ejercicio de la ordenación del territorio. Ya hemos expresado nuestra opinión sobre el punto, y ahora 
debemos plantear el articulado. Quizá parezca que este planteo está un poco "verde" aún, pero no lo está a nivel de ideas y 
esperamos traer, el próximo lunes, el artículo completo. 


SEÑOR BERRUTTI.- Solicitaría que marcaran los Capítulos pero que dejaran sin numerar los artículos . 


SEÑOR ACUÑA.- A propósito de lo que manifiesta el señor Secretario, cabe destacar que la primera parte la hicimos sin numerar, 
porque entendíamos que el orden podía variar mucho. 


Con esta propuesta sentimos que se avanza en lo que tiene que ver con la necesidad de conseguir espacios institucionales que 
resuelvan esta compleja realidad de ejercicio de competencia de los múltiples organismos que tienen que ver con la ordenación del 
territorio. Esta es una propuesta de espacios institucionales con participación e integración, con roles diferenciados, de los 
organismos e instituciones competentes en los diversos casos, lo que sería el centro de la fundamentación de la propuesta. 


SEÑOR GILMET.- Hemos escuchado con mucha atención la exposición del arquitecto Acuña, y nos parece una propuesta de 
interés que corresponde analizar; en la medida en que se presente por escrito, como alternativa del articulado, va a ser mucho más 
fácil de confrontar con la propuesta del Poder Ejecutivo. 


En lo que a nosotros respecta, hemos continuado con el trabajo en el afán de terminar con el Título |. En ese sentido, traemos dos 
aspectos a consideración de la Comisión. 


Por un lado, la doctora Pereira, en una sesión anterior, planteó una alternativa para el último inciso del artículo 7“, la que hemos 
incorporado con una pequeña variante que consideramos conveniente explicar. Deseo recordar que este artículo se refiere a las 
competencias de los Gobiernos Departamentales, y se había señalado que entre las múltiples autorizaciones que se nominan en el 
artículo, podía surgir la necesidad —porque lo establecía la propia norma- de evaluaciones de impacto ambiental, a lo que nosotros 
agregamos "evaluaciones de impacto ambiental y/o territorial". Quisiéramos explicar esto último sin caer en una disquisición teórica, 
ya que no es el momento. 


Si bien es fácil determinar que en las evaluaciones de impacto ambiental se consideran todos los componentes del ambiente -es 
decir, del suelo, del agua, del aire, etcétera- la propia Ley de Evaluación de Impacto Ambiental, con respecto al suelo, pone el 
énfasis en consideraciones de contaminación y no en otras como pueden ser el uso y sus múltiples implicancias. El marco legal con 
el que cuenta hoy nuestro país se denomina: "Evaluación de Impacto Ambiental". Sin embargo, en el ámbito departamental de 
Montevideo, se ha usado el concepto de evaluación del impacto territorial para referirse a impactos que podrían considerarse en el 
sentido más amplio y abarcativo del concepto de impacto ambiental, pero que normalmente no se incluyen. En la praxis se entiende 
como más propio de un análisis del territorio. Para ser más claro con este punto voy a poner un ejemplo. Un tema que ha estado en 
la consideración pública y en los diferentes ámbitos de los Gobiernos departamentales y del Gobierno nacional, es el de la 
localización de actividades comerciales de gran superficie. Dichas actividades requieren de evaluación de impacto ambiental, pero 
también es necesaria una evaluación, por ejemplo, del impacto territorial de la instalación de este tipo de equipamiento, no con 
respecto a temas de contaminación ambiental, pero sí a todo lo relacionado con el sistema de comercialización y otro tipo de 
equipamiento comercial de menor superficie que se ve afectado por estar más relacionado con el sector; además, hay que tener en 
cuenta las implicancias que esto tiene desde el punto de vista económico y social, así como las relaciones que se pueden 
establecer y los impactos que se pueden dilucidar con relación a la localización de un área comercial de gran superficie, con 
respecto al tránsito y al transporte, etcétera, etcétera. 


Todos estos aspectos no son habituales en los estudios y evaluaciones de impacto ambiental. Por ello, nosotros sugeríamos —en la 
medida que existe norma al respecto, no nacional, pero sí departamental- referirnos a evaluaciones de impacto ambiental y/o 
territorial, con lo que queremos ser más específicos en cuanto a la normativa existente, que exige la realización de este tipo de 
estudios antes del otorgamiento de autorizaciones, en particular de permisos de construcción. Entonces, según nuestro criterio, un 
segundo inciso debería decir: "Todo ello sin perjuicio de las correspondientes evaluaciones del impacto ambiental y/o territorial 
cuando la norma o la autoridad competente lo establezca, requiriéndose en tales casos las autorizaciones ambientales pertinentes 
de acuerdo con la normativa vigente, previo al otorgamiento de los permisos enunciados en el presente artículo". Esa sería la única 
modificación a la propuesta de la doctora Pereira. 


Siguiendo con el articulado, en la sesión pasada se había planteado por nuestra parte alguna duda en cuanto a la denominación 
del Capítulo IV en la propuesta del Poder Ejecutivo, que es: "Límites del Poder Discrecional". Hemos reflexionado al respecto. En 
ese capítulo encontramos aspectos de obligatoriedad, de cumplimiento, y aspectos obligatorios con relación a las obras públicas y 
con la actividad administrativa; además, el artículo 9% habla sobre el derecho de propiedad, pero todavía no hemos llegado a una 
comprensión cabal como para proponer una alternativa o, lisa y llanamente, su adopción; y, por último, tenemos el artículo 11, 
"Competencia", que ya había sido trasladado porque pertenecía a otro capítulo. 


Como denominación del capítulo queremos proponer "Carácter vinculante", en lugar de "Límites del poder discrecional", pero 
también hemos traído redacciones ajustadas para los dos primeros artículos, el de obligatoriedad y el de cumplimiento de los 
instrumentos de ordenación territorial, que aquí se denomina "Cumplimiento de los Planes y demás reglas de derecho", pero nos 
parece extremadamente vago lo de "demás reglas de Derecho". Voy a dar lectura a las redacciones alternativas e intentaré una 
fundamentación. 


Lo que en nuestro orden correspondería al artículo 9%, es decir, el sustitutivo del 6* original, relativo a la obligatoriedad, diría así: "La 
ordenación del territorio deberá ajustarse a las disposiciones contenidas en la presente ley, en concordancia con los instrumentos 
de ordenación territorial denominados directrices o planes, según el caso, que se dicten, los cuales, debidamente aprobados y 
publicados, serán obligatorios tanto para los particulares como para toda autoridad pública, cualquiera sea su naturaleza jurídica". 


En ese sentido retoma, en los mismos términos, las expresiones de la última parte del Mensaje y proyecto de ley del Poder 
Ejecutivo, puesto que entendemos que debe expresarse en forma explícita el carácter vinculante de los planes con respecto a los 
particulares y a toda autoridad pública. En cualquier alternativa, ya sea en el enunciado del Título ll, referente a los Instrumentos de 
Ordenación de los diferentes programas, planes, directrices o como quiera llamárseles, o bien en ese Sistema Nacional de 
Ordenación del Territorio que acaba de exponer el arquitecto Acuña, el texto de la ley debe expresar que esos instrumentos tienen 
un carácter vinculante. 


Otra fórmula -que ya ha sido expresada en esta Comisión- es lo que se ha dado en llamar "Plan Nacional de Ordenación del 
Territorio", que tendría aprobación por parte del Poder Legislativo, adquiriendo carácter de ley. En ese caso, claramente tendría un 
carácter vinculante. 


Aquellos instrumentos que se aprueben en la órbita de los Gobiernos Departamentales también tienen carácter vinculante, porque 
de acuerdo con el artículo 260 de la Constitución, los decretos departamentales —si mi memoria no me traiciona- tienen fuerza de 
ley en su jurisdicción. Pero manejamos otros instrumentos de ordenación que, a nuestro juicio, deben tener una explicitación en la 
ley en cuanto a su significado. Por eso es que, si bien ajustamos la redacción, nos parece que debe permanecer este capítulo 
acerca de la obligatoriedad, y ese es el motivo de que lo titulemos "Carácter vinculante", referido a la ordenación del territorio. 


Luego, para el artículo 10 —que originalmente era el 6”- también hemos ajustado una redacción. Su título sería "Cumplimiento de 
los Instrumentos de Ordenación Territorial", y expresaría: "Los amanzanamientos, fraccionamientos y otras modificaciones 


parcelarias, usos del suelo y actividades, demoliciones, obras, construcciones y, en general, toda modificación física que se 
pretenda efectuar en el territorio nacional en que la República ejerce soberanía y jurisdicción, deberá ajustarse a lo que 
preceptivamente dispongan los instrumentos de ordenación, denominados directrices o planes, aprobados conforme a las 
disposiciones de esta ley y a las normas departamentales respectivas y sus correspondientes reglamentaciones". En este artículo 
también se establece el carácter vinculante para las diferentes solicitudes de permiso, incluyendo en este caso las obras 
contempladas en el artículo 7“, que refieren exclusivamente a las autorizaciones de los Gobiernos Departamentales. Las obras 
serán tratadas posteriormente cuando se estudie el artículo relativo a obras públicas. 


No hemos avanzado en una redacción alternativa pero, en principio, podemos adelantar que con este mismo espíritu intentaremos 
buscar una redacción alternativa más ajustada para el artículo 8* original, referente a la actividad administrativa; lo mismo haremos 
con el relativo a las obras públicas. 


El artículo vinculado al derecho de propiedad sin duda exige mayor discusión. Quisiéramos ser francos: el tema de la vivienda del 
productor agropecuario debemos estudiarlo a fondo, con detenimiento. Tal como aparece expresado aquí, este tema implica una 
transformación verdaderamente importante de los permisos de construcción en cuanto a lo que es la práctica en el territorio de la 
República. Aclaro que no nos estamos expresando a favor ni en contra de la propuesta, sino que queremos estudiar cuáles son sus 
reales implicancias en la práctica cotidiana. Voy a citar un ejemplo que hemos pensado al respecto: si se llegaran a aprobar estas 
disposiciones que exigen el permiso de construcción manteniendo la excepción para la vivienda del productor agropecuario y para 
aquellas construcciones directamente afectadas a la actividad agropecuaria primaria, no habría problema; pero si estas se incluyen 
en esa exigencia -tal como se ha expresado por parte de algunos miembros integrantes de la Comisión- nos preguntamos: ¿Qué 
sucede con las ya existentes? ¿Se regularizan en un acto legislativo? ¿Pasan a regularizarse? Este es un aspecto a considerar. 


Durante las sesiones anteriores se citaron varios ejemplos sobre construcciones que, justamente al amparo de este criterio de no 
exigencia del permiso de construcción para la vivienda del productor agropecuario, exceden lo que de alguna forma puede 
entenderse como "vivienda de una familia" -incluidos los invitados o allegados- hecho que genera un problema que nosotros 
compartimos como dificultad. 


También compartimos lo que se ha dicho en el sentido de que esto tiene que tener una expresión legal clara y precisa, dado que la 
exigencia del permiso de construcción para toda construcción en suelo rural nos lleva a otros problemas, no menores. Esto significa 
que un productor rural que construya un pequeño tinglado o un galpón, tendrá que dirigirse al Gobierno Departamental respectivo, 
seguramente contratar los servicios de uno o más técnicos, y realizar las tramitaciones habituales para el permiso de construcción. 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 


SEÑOR BERRUTTI- Continuaremos con el articulado el próximo 14 de octubre a las 15 y 30. 


Linea del vie de báaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


